Buenas tardes.
Muchas cuestiones, y desde mi punto de vistas alguna de ellas no tienen trascendencia para el caso concreto que planteas.

El hecho de que el Ayuntamiento no haya tramitado al Avance previsto en el artículo 4.2 del Decreto 2/2012 o la declaración de su no necesidad prevista en apartado 3 del mismo artículo o de la Norma 2.5 de la Orden de 1 de marzo de 2013, por la que se aprueban las Normativas Directoras para la Ordenación Urbanística en desarrollo de los artículos 4 y 5 del Decreto 2/2012, de 10 de enero, por el que se regula el régimen de las edificaciones y asentamientos existentes en suelo no urbanizable en la Comunidad Autónoma de Andalucía
, previstos ambos supuestos para la existencia de asentamientos urbanísticos en suelo no urbanizable, no invalida la posible consideración de esta edificación como legalizable o como AFO, si es que se encuentra fuera de un núcleo, y se dan los supuestos previstos en el artículo 3.1.A o del Decreto 2/2012. En esto es claro en el contenido de apartado 4 del artículo 4 señalado y en la Disposición transitoria segunda del Decreto 2/2012
. En consecuencia, considero que el antecedente SEGUNDO que expones no tiene ninguna trascendencia, es más, es posible que el informe técnico que señalas sea correcto si es que se trata de una edificación aislada y no es posible adoptar medidas de restauración del orden.

La cuestión, desde mi punto de vista es la siguiente (siempre que se trate de una edificación aislada). ¿La edificación respeta las condiciones previstas por el planeamiento para esta clase-categoría de suelo o no?.

Si estamos en el primera caso, es decir, la edificación es legalizable conforme a las condiciones previstas por el Plan, no situamos en el supuesto descrito en el artículo 3.1.A.b del Decreto 2/2012, que implica que se trata de edificaciones ajustadas a la ordenación territorial y urbanística, en este caso, construida sin licencia, por lo que procedería solicitar licencia de legalización, al amparo del contenido del artículo 6.2 del Decreto (y, en todo caso licencia de ocupación o utilización conforme al uso original o al posible según la ordenación urbanística). Entiendo que si la vivienda es un uso posible para la edificación según las condiciones previstas en la clase-categoría de suelo vinculada, expresamente, a la actividad autorizada sobre el mismo, no estaría sujeta su autorización a Proyecto de Actuación, ya que más bien se trataría de un supuesto contemplado en el artículo 52.1.A de la LOUA. En cualquier caso esto sería motivo de interpretación, ya que la Ley Andaluza en este aspecto presenta una gran indefinición (esta cuestión está mucho más clara en el borrador de la LUSA, al regular de forma diferenciada las actuaciones ordinarias y excepcionales en suelo rústico –artículos 35 y 36 del Texto de mayo del 2018-). 

Si la edificación aislada no es legalizable conforme a la ordenación territorial y urbanística estaríamos en el supuesto del artículo 3.1.B.b o c. Es decir, es no es posible adoptar medidas de restauración del orden o por el contrario no ha prescrito esa posibilidad y procede iniciar el correspondiente expediente de restauración. Creo que el supuesto sólo admite esta doble posibilidad. O se declara AFO o se inicia el correspondiente expediente de restauración del orden urbanístico, y hay que tener muy claro que si no ha prescrito la medida de restauración, es obligado el inicio del expediente de restauración, ya que, como señala el artículo 3.2.c del Decreto “la Administración deberá adoptar las medidas de protección de la legalidad urbanística y del orden jurídico infringido” en coherencia con el contenido del artículo 186 del LOUA y, sobre todo, del artículo 37 del RDUA
.

La cuestión quizás más complicada es dilucidar si en este supuesto ha prescrito el plazo para la adaptación de medidas de restauración urbanística que, con carácter general, es de seis años desde la finalización de la obra, según el artículo 185.1 de la LOUA, salvo en los supuestos previstos en el apartado 2 del mismo artículo, en los que las medidas de restauración de producirán en cualquier momento.

Es evidente que la edificación se sitúa en suelo de los señalados en el artículo 185.2.B.a de la LOUA para los que no opera las medidas de restauración, pero según comentas, la protección a nivel de ordenación territorial y urbanística de este suelo se produce después de terminada la edificación sin licencia, lo que posiblemente permite su declaración como AFO, ya que no sería posible adoptar medidas de restauración. Ahora bien, esta solución también podía ser discutible ya que se puede sostener que el plazo de prescripción actúa hacia atrás. Me explico, si el momento de vigencia de la protección es el año 2000, y las medidas de restauración en ese momento, en la legislación, con carácter general, eran de cuatro años, habría que retrotraerse cuatro años desde el 2000 para entender que habría prescripción. Creo que hay jurisprudencia en este sentido. No sé si alguien la puede aportar.

Estas reglas son de aplicación para cualquier categoría de suelo no urbanizable en cumplimiento del contenido del Decreto 2/2012. 
En fin, la cuestión requiere muchas precisiones. Podemos seguir debatiéndola, y centrado más el tema.
�“En los casos en los que no sea necesaria la tramitación del Avance, bien por estar delimitados los asentamientos por el Plan General, o bien por no existir asentamientos en suelo no urbanizable, el Pleno municipal acordará expresamente la innecesariedad de dicho Avance, previo informe de los servicios técnicos municipales y de la Consejería competente en materia de urbanismo, que deberá emitirlo en el plazo de un mes. Para la emisión de éste último informe, será suficiente la solicitud de la persona titular de la alcaldía indicando la intención de la Corporación de adoptar acuerdo de innecesariedad del Avance, acompañada del informe de los servicios técnicos municipales.


Este acuerdo será requisito necesario para la tramitación de procedimientos de reconocimiento de situaciones de asimilado al régimen de fuera de ordenación de las edificaciones aisladas y deberá publicarse en el Boletín Oficial de la Provincia para general conocimiento”. 


�“Las edificaciones que no se ubiquen en ninguno de los asentamientos delimitados por el Plan General de Ordenación Urbanística o, en su defecto, en el documento de Avance aprobado, se identificarán como edificaciones aisladas”. 


�“La Administración competente tiene el deber de iniciar el procedimiento de protección de la legalidad urbanística si tiene conocimiento de cualquier acción u omisión que presuntamente vulnere la legalidad urbanística, una vez concluidas, en su caso, las actuaciones previas de averiguación de los hechos”. 





